
	Recurso de Revisión:
	14636/INFOEM/IP/RR/2025

	Recurrente:	
	

	Sujeto Obligado:
	Ayuntamiento de Toluca

	Comisionado Ponente:
	Luis Gustavo Parra Noriega




	Recurso de Revisión:
	03846/INFOEM/IP/RR/2020

	Sujeto Obligado:
	Ayuntamiento de Temascalcingo

	Comisionado Ponente:
	Luis Gustavo Parra Noriega



	
	Recurso de Revisión:
	14636/INFOEM/IP/RR/2025

	Sujeto Obligado:
	Ayuntamiento de Toluca

	Comisionado Ponente:
	Luis Gustavo Parra Noriega




RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE REVISIÓN 14636/INFOEM/IP/RR/2025


A N T E C E D E N T E S	2
I. Presentación de la solicitud de información	2
II. Respuesta del Sujeto Obligado	3
III. Interposición del Recurso de Revisión	4
IV. Trámite del Recurso de Revisión ante este Instituto	5
C O N S I D E R A N D O S	10
PRIMERO. Competencia	10
SEGUNDO. Causales de improcedencia y sobreseimiento	10
TERCERO. Determinación de la Controversia	18
CUARTO. Marco normativo aplicable en materia de transparencia y acceso a la información pública	19
QUINTO. Estudio de Fondo	20
SEXTO. Decisión	64
R E S U E L V E	65








Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, de fecha quince de julio de dos mil veintiséis. 
	
VISTO el expediente electrónico conformado con motivo del Recurso de Revisión 14636/INFOEM/IP/RR/2025, en contra de la respuesta del Sujeto Obligado, Ayuntamiento de Toluca, a la solicitud de acceso a la información pública 05849/TOLUCA/IP/2025 se emite la presente Resolución, con base en los Antecedentes y Considerandos que se exponen a continuación:
	
[bookmark: _Toc235113241]A N T E C E D E N T E S

[bookmark: _Toc235113242]I. Presentación de la solicitud de información

Con fecha seis de noviembre de dos mil veinticinco, la persona Solicitante presentó un requerimiento de acceso a la información, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), ante el Ayuntamiento de Toluca, en los siguientes términos:

“DESCRIPCIÓN CLARA Y PRECISA DE LA INFORMACIÓN SOLICITADA.
Que ha hecho la Sindico Yazmín y Shantal para atender los temas de violencia de genero que se vive en la unidad de transparencia y que acciones para evitar los actos de corrupción y nepotismo de Cielo Aranza Méndez quien es esposa de un ex aviador Iván González Neria de la unidad de transparencia ya la investigado los antecedentes de esas personas y que la dieron de baja a Cielo en octubre 2024 por filtrar información y actos de corrupción y por serla esposa del aviador que hay muchos antecedentes revisen, pero este nuevo titular la contrato nuevamente sin saber los antecedente, queremos saber los motivos y antecedente para que la contrataran nuevamente y si lo autorizo la primera Sindico, y el Presidente Municipal lo sabe, pero le oferto la archivos como los informes y respuestas que sustrajo de la anterior administración eso es un acto de corrupción y sigue pasando la información de todo lo que hacen en ese una día a la ex titular Norma de todo que el Titular nunca llega a la oficina nunca asiste a trabajar, que no sabe nada que llega siempre tarde cuando va, que ella es la que hace todo y es la jefa dela unidad por eso maltrata a las compañeras, que Erasmo Pérez Martínez es un acosador de mujeres que como puede estar ahí si por eso lo corrieron de INFOEM y llega borracho la oficina y ella tiene una relación más que profesional y cercana con el Jefe de Departa, eso está permitido? O es nepotismo esto de Datos eso es u acto de corrupción y lo más grave que señala al Presidente por quitarles días de sueldo a ella y a varios y diezmo a los jefes de departamento para juntar para su campaña, se solicita que acciones a realizado el Comité y la Comisión de Violencia de Genero y del Comité de Ética, El comité de sistema anticorrupción, Comité coordinador del Sistema Anticorrupción, la contraloría para atender estos y evitar estos actos de corrupción, se solicitan todos los oficios recibidos en la 1 sindicatura, contraloría, en presidencia municipal y la 8 regiduría de la unidad de transparencia y su respuesta del 1 de enero a 31 de octubre 2025. Y no contestaste manifestaciones que es lo que le aprendieron a la corrupción de la anterior administración es información que se debe entregar.” (Sic) 

“MODALIDAD DE ENTREGA
A través del SAIMEX”

[bookmark: _Toc235113243]II. Respuesta del Sujeto Obligado

[bookmark: _heading=h.5ggcaxftfv42]Con fecha veintisiete de noviembre de dos mil veinticinco, el Ayuntamiento de Toluca, notificó la respuesta a la solicitud, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), mediante la digitalización de los siguientes documentos:  

i. Oficio número 206010000/7029/2025 del veinticuatro de noviembre de dos mil veinticinco, suscrito por la Directora de Administración, por medio del cual precisó remitir la respuesta de la persona servidora pública habilitada, competente para tal efecto.

ii. Nota Informativa número 1162/2025, suscrito por la Directora de Recursos Humanos por medio del cual remitió una liga electrónica en formato cerrado para consultar las remuneraciones de los servidores públicos tal como se muestra a continuación: 

[image: ]

iii. Adjuntó la digitalización de la nota informativa previamente referida en formato “.docx”.  

[bookmark: _Toc235113244]III. Interposición del Recurso de Revisión

Con fecha dieciocho de diciembre de dos mil veinticinco, se recibió en este Instituto, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), el Recurso de Revisión interpuesto por la parte Recurrente, en contra de la respuesta del Sujeto Obligado, en los siguientes términos:

“ACTO IMPUGNADO
No se tan burros y tan opacos, si van a imitar a su antecesora háganlo bien hasta para eso no son bueno no se busca un pronunciamiento se busca información en las dependencia una denuncia no es un pronunciamiento así que no contesten igual que en la administración pasada o se turnó a las áreas para que contestaran y no se atiende el saimex que se haga la búsqueda y se entregue la información por las áreas” (Sic.)

“RAZONES O MOTIVOS DE LA INCONFORMIDAD
No se tan burros y tan opacos, si van a imitar a su antecesora háganlo bien hasta para eso no son bueno no se busca un pronunciamiento se busca información en las dependencia una denuncia no es un pronunciamiento así que no contesten igual que en la administración pasada o se turnó a las áreas para que contestaran y no se atiende el saimex que se haga la búsqueda y se entregue la información por las áreas” (Sic.)

[bookmark: _Toc235113245]IV. Trámite del Recurso de Revisión ante este Instituto

[bookmark: _heading=h.9ivtvuy02oag]a) Turno del Medio de Impugnación. El dieciocho de diciembre de dos mil veinticinco, el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), asignó el número de expediente 14636/INFOEM/IP/RR/2025, al Medio de Impugnación que nos ocupa, con base en el sistema aprobado por el Pleno de este Órgano Garante y lo turnó al Comisionado Ponente Luis Gustavo Parra Noriega, para los efectos del artículo 185, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _heading=h.bouxvg77pet1]b) Admisión del Recurso de Revisión. El trece de enero de dos mil veintiséis, se acordó la admisión del Recurso de Revisión interpuesto por el Recurrente en contra del Sujeto Obligado, en términos del artículo 185, fracciones I y II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cual fue debidamente notificado a las partes, el mismo día, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), en el que se les otorgó un plazo de siete días hábiles posteriores a la misma, para que manifestaran lo que a su derecho conviniera y formularan alegatos. 

[bookmark: _heading=h.ngkx1wqm8fmj]c) Informe Justificado. El dieciséis, veintiuno, veintidós y veintiséis de enero de dos mil veintiséis, se recibió, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), el Informe Justificado del Sujeto Obligado, a través de la digitalización de los documentos siguientes: 

[bookmark: _heading=h.gf6a5slw2nxc]i. Oficio número 301/43/2026 del quince de enero de dos mil veintiséis, signado por la Primera Sindica Municipal, por medio del cual precisó anexar los oficios recibidos durante el periodo primero de enero al treinta y uno de octubre de dos mil veinticinco. 

ii. Oficio número 203010000/0098/2026 del dieciséis de enero de dos mil veintiséis, suscrito por   el Titular del Órgano Interno de Control Municipal, por medio del cual precisó clasificación como reservada de los oficios recibidos del primero de enero al treinta  y uno de octubre de dos mil veinticinco, que se encuentran en etapa de auditoría, investigación, sustanciación y resolución, así como la clasificación parcial y versión pública de los oficios recibidos en el Órgano Interno de Control Municipal, de los oficios que no se encuentran  en etapa de auditoría, investigación, sustanciación y resolución. 

iii. Cuadro de Clasificación por medio del cual determinó la clasificación parcial de los oficios recibidos en el Órgano Interno de Control Municipal del primero de enero al treinta y uno de octubre  de dos mil veinticinco, que no se encuentran en etapa de auditoría, investigación, sustanciación y resolución, en los que se visualizaron datos como (nombre, teléfono dirección y correo electrónico particular) 
	
 iv. Cuadro de Clasificación por medio del cual determinó la clasificación como información reservada respecto a los oficios recibidos en el Órgano Interno de Control Municipal del primero de enero al treinta y uno de octubre  de dos mil veinticinco, que se encuentran en etapa de auditoría, investigación, sustanciación y resolución, en términos del artículo 140, fracciones V, VI y VIII de la Ley en la materia. 

v. Prueba de daño de la clasificación previamente aludida, tal como se muestra en la siguiente imagen ilustrativa: 

[image: ]

vi. Oficio número 203010000/0127/2026 del veinte de enero de dos mil veintiséis, suscrito por la Titular del Órgano Interno de Control Municipal, por medio del cual precisó que mediante Acuerdos CT/SE/27/03/2026 y CT/SE/27/02/2026, se aprobaron las clasificaciones previamente referidas. 

vii. Oficio número 206010000/473/2026 del diecinueve de enero de dos mil veintiséis, suscrito por la Directora General de Administración, por medio del cual ratifica la respuesta  

viii. Oficio número 200010000/144/2026 del veintiuno de enero de dos mil veintiséis, suscrito por el Secretario Particular de Presidencia, por medio del cual cambió de modalidad a consulta directa toda vez que la documentación requerida representa un peso electrónico aproximado de 2.54 Gigabytes, que superan las capacidades del SAIMEX. 

ix. Escrito libre signado por el Titular de la Unidad de Transparencia, mediante el cual ratificó la respuesta emitida por los Servidores Públicos Habilitados. 

x. Adjuntó la digitalización de oficios suscritos por el Titular de la Unidad de Transparencia y dirigidos a la Delegada Administrativa y Suplente de la Titular del Órgano de Control Interno, correspondientes a los meses de enero, febrero, marzo, abril, junio, julio, agosto y septiembre de dos mil veinticinco, en versión íntegra

xi. Adjuntó la digitalización de oficios remitidos a la Delegada Administrativa de la Contraloría Municipal y signados por diversas unidades administrativas, por medio del cual dio respuesta y/o contestación a los oficios recibidos en dicha unidad administrativa, correspondientes a los meses de enero, febrero, marzo, abril, mayo,   junio, julio, agosto, septiembre y octubre de dos mil veinticinco, en versión pública

xiii. Adjuntó la digitalización de oficios y circulares dirigidos a los integrantes del Cabildo Municipal, Titulares, Directores Generales y Órganos desconcentrados, suscritos por los titulares de diversas unidades administrativas correspondientes al mes de enero, febrero, marzo, abril, junio, julio, agosto, de dos mil veinticinco. 

d) Vista del Informe Justificado. El siete de julio de dos mil veintiséis, se dictó acuerdo, por medio del cual se puso a la vista de la persona Recurrente el Informe Justificado, entregados por el Sujeto Obligado, a fin de que en un término no mayor a tres días hábiles manifestará lo que a derecho corresponda, acto que fue notificado mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), el mismo día. Cabe señalar que el Particular fue omiso en realizar manifestación alguna.

e) Ampliación de plazo para resolver. El siete de julio de dos mil veintiséis, el Comisionado Ponente, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 181, párrafo tercero, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, acordó ampliar por un plazo razonable, el plazo para resolver el Recurso de Revisión que nos ocupa; acto que fue notificado a las partes el día hábil siguiente, mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

[bookmark: _heading=h.tlvyewxbqvi]f) Cierre de instrucción. El catorce de julio de dos mil veintiséis, al no existir diligencias pendientes por desahogar, se emitió el acuerdo por medio del cual se declaró cerrada la instrucción y se determinó pasar los expedientes a resolución, en términos de lo dispuesto en los artículos 185, fracciones VI y VIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, mismo que fue notificado a las partes el mismo día, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX). 

En razón de que fue debidamente sustanciado e integrado el expediente electrónico y no existe diligencia pendiente de desahogo, se emite la resolución que conforme a Derecho proceda, de acuerdo a los siguientes:

[bookmark: _Toc235113246]C O N S I D E R A N D O S

[bookmark: _Toc235113247]PRIMERO. Competencia

El Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, es competente para conocer y resolver el presente recurso de revisión interpuesto por la persona Recurrente, conforme a lo dispuesto en los artículos 5°, párrafos cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto y cuadragésimo sexto, fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; Cuarto Transitorio, párrafo segundo del Decreto número 198 de la “LXII” Legislatura del Estado de México; 1°, 2°, fracciones II y IV; 13, 29, 36, fracciones I y II; 176, 178, 179, 181 párrafo tercero, 185, 188 y 189 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; 7°, 9°, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc235113248]SEGUNDO. Causales de improcedencia y sobreseimiento 

De las constancias que forma parte del Recurso de Revisión que se analiza, se advierte que previo al estudio del fondo de la litis, es necesario estudiar las causales de improcedencia y sobreseimiento que se adviertan, para determinar lo que en Derecho proceda.

Causales de improcedencia

Este Instituto realiza el estudio oficioso de las causales de improcedencia, por tratarse de una cuestión de orden público y de estudio preferente (acorde con el Criterio orientador en la Tesis de Jurisprudencia “IMPROCEDENCIA.” (Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, 1985, pág. 262), el cual establece que debe examinarse previamente la procedencia del juicio de amparo, sea que las partes lo soliciten o no, por ser una cuestión de orden público; de tal suerte, deberá ser desechado cualquier Recurso de Revisión que actualice alguno de los supuestos establecidos en el artículo 191 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, por ser improcedente.

En el presente caso, no se actualiza ninguna de las causales de improcedencia establecidas en el ordenamiento jurídico previamente señalado, toda vez que: este Instituto no tiene conocimiento de que se encuentre en trámite algún medio de defensa presentado por la Recurrente ante otra instancia; no existió prevención alguna; la veracidad de la respuesta no formó parte del agravio; ni se realizó una consulta o ampliación a los alcances del requerimiento informativo.

Conforme a lo anterior, se actualiza la causal de procedencia señalada en el artículo 179, fracción VI, de la Ley en cita, pues la persona Recurrente se inconformó de la entrega de información que no corresponde con lo solicitado.  

Causales de sobreseimiento

Por ser de previo y especial pronunciamiento, este Instituto analiza si se actualiza alguna causal de sobreseimiento.

El artículo 192 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, señala las causales por las cuales se puede sobreseer en todo o en parte el Recurso de Revisión; así, del análisis realizado por este Instituto, se advierte que no se configuran las causales establecidas en las fracciones I, II, III y V, toda vez que no hay constancias en el expediente en que se actúa, de que la Recurrente se haya desistido, haya fallecido, haya modificado o revocado su respuesta o bien, que el Recurso de Revisión haya quedado sin materia.

No obstante, por lo que hace a la hipótesis prevista en la fracción IV, a saber, que admitido una vez admitido el Recurso de Revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en términos de la presente Ley, resulta necesario traer a colación el artículo 191, fracción VI, de la Ley de la materia, que establece que el Recurso de Revisión será desechado por improcedente, cuando la solicitud de información se trate de una consulta.

En principio, con el fin de verificar si se actualiza la causal de improcedencia, es necesario precisar que el Recurrente requirió saber, entre otras cosas, “…que se vive en la unidad de transparencia y que acciones para evitar los actos de corrupción y nepotismo de Cielo Aranza Méndez quien es esposa de un ex aviador Iván González Neria de la unidad de transparencia ya la investigado los antecedentes de esas personas y que la dieron de baja a Cielo en octubre 2024 por filtrar información y actos de corrupción y por serla esposa del aviador que hay muchos antecedentes revisen, pero este nuevo titular la contrato nuevamente sin saber los antecedente, queremos saber los motivos y antecedente para que la contrataran nuevamente y si lo autorizo la primera Sindico, y el Presidente Municipal lo sabe, pero le oferto la archivos como los informes y respuestas que sustrajo de la anterior administración eso es un acto de corrupción y sigue pasando la información de todo lo que hacen en ese una día a la ex titular Norma de todo que el Titular nunca llega a la oficina nunca asiste a trabajar, que no sabe nada que llega siempre tarde cuando va, que ella es la que hace todo y es la jefa dela unidad por eso maltrata a las compañeras, que Erasmo Pérez Martínez es un acosador de mujeres que como puede estar ahí si por eso lo corrieron de INFOEM y llega borracho la oficina y ella tiene una relación más que profesional y cercana con el Jefe de Departa, eso está permitido? O es nepotismo esto de Datos eso es u acto de corrupción y lo más grave que señala al Presidente por quitarles días de sueldo a ella y a varios y diezmo a los jefes de departamento para juntar para su campaña, se solicita que acciones a realizado el Comité y la Comisión de Violencia de Genero y del Comité de Ética, El comité de sistema anticorrupción, Comité coordinador del Sistema Anticorrupción, la contraloría para atender estos y evitar estos actos de corrupción...”

Conforme a lo anterior, se logra vislumbrar que el Particular quiere conocer las razones de una circunstancia específica, lo que implicaría que el Instituto elaborara una expresión documental específica; sobre dicha situación, es necesario colación los artículos 2°, fracción II; 3°, fracción XI y 18 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los cuales disponen lo siguiente:

· Que uno de los objetivos de la Ley es proveer lo necesario para garantizar a toda persona el derecho de acceso a la información pública, y

· Que los documentos son los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o cualquier registro que documente el ejercicio de facultades, funciones y competencia de los Sujetos Obligados, sin importar su fuente y fecha de elaboración y, por último, que los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generan. En este orden de ideas, puede concluirse que la Ley de la manera, es una ley de acceso a documentos.

En razón de lo anterior, es necesario señalar que del análisis del requerimiento de información presentado ante el Instituto Electoral del Estado de México se logra colegir que el Particular requiere un pronunciamiento específico, a una situación concreta y determinada, lo cual implicaría que el Sujeto Obligado elaborara una respuesta delimitada y ad hoc. 

Sobre el tema, cabe precisar que de conformidad con los artículos 6°, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 5° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y 4° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada por los sujetos obligados, o en su caso, la tengan en su posesión, será pública y accesible para cualquier persona. Así, se advierte que el derecho de acceso a la información, consiste en una prerrogativa de cualquier persona, a solicitar información pública que conste en documentos generados, obtenidos, adquiridos, transformados o que tengan en posesión los sujetos obligados.

En ese orden de ideas, el artículo 3°, fracción XI, de la Ley Local de Transparencia, establecen que los documentos son los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus Servidores Públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico

En ese contexto, se puede afirmar que, mediante el derecho de acceso a la información pública, los solicitantes pueden acceder a toda aquella información generada por los Sujetos Obligados, es decir, la ciudadanía puede allegarse de aquellos documentos que obren en los archivos por las dependencias gubernamentales. Lo anterior, se robustece pues de conformidad con los 12, 24, último párrafo, y 160 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los Sujetos Obligados sólo entregarán la información que obre en sus archivos y no estarán obligados a procesarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

De tales circunstancias, se colige que los sujetos obligados únicamente están constreñidos a proporcionar la documentación que obre en sus archivos; por lo que, no están obligados a generar o elaborar documentos ad hoc, como es el caso de proporcionar respuesta a un cuestionamiento. Robustece lo anterior el Criterio Orientador, con clave de control SO/013/2017, de la Segunda Época, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, vigente a la fecha de la solicitud, que a continuación se cita:

“No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de acceso a la información. Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atenderlas solicitudes de información.”

Conforme a lo anterior, se advierte que la respuesta al cuestionamiento previamente referido constituye una consulta y no así una solicitud de acceso a información pública que pueda ser atendida mediante una expresión documental; lo anterior, toda vez que el requerimiento corresponde a una pregunta que implicaría elaborar un documento ad hoc, en el que se precisara un cuestionamiento específico.

Lo anterior toma relevancia, pues según Trujillo, Humberto (2019), en el “Diccionario de Transparencia y Acceso a la Información Pública” (p. 122), el derecho de petición, es una prerrogativa constitucional que tienen las personas para solicitar o reclamar a las autoridades públicas; por lo que, las instancias deben recibirlas y realizar una respuesta. Además, la Jurisprudencia XXI.1o.P.A. J/27, de los Tribunales Colegiados de Circuito, localizada en la página 1406, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, marzo 2011, Novena Época, que establece lo siguiente:

“DERECHO DE PETICIÓN. SUS ELEMENTOS. El denominado "derecho de petición", acorde con los criterios de los tribunales del Poder Judicial de la Federación, es la garantía individual consagrada en el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en función de la cual cualquier gobernado que presente una petición ante una autoridad, tiene derecho a recibir una respuesta. Así, su ejercicio por el particular y la correlativa obligación de la autoridad de producir una respuesta, se caracterizan por los elementos siguientes: A. La petición: debe formularse de manera pacífica y respetuosa, dirigirse a una autoridad y recabarse la constancia de que fue entregada; además de que el peticionario ha de proporcionar el domicilio para recibir la respuesta. B. La respuesta: la autoridad debe emitir un acuerdo en breve término, entendiéndose por éste el que racionalmente se requiera para estudiar la petición y acordarla, que tendrá que ser congruente con la petición y la autoridad debe notificar el acuerdo recaído a la petición en forma personal al gobernado en el domicilio que señaló para tales efectos, sin que exista obligación de resolver en determinado sentido, esto es, el ejercicio del derecho de petición no constriñe a la autoridad ante quien se formuló, a que provea de conformidad lo solicitado por el promovente, sino que está en libertad de resolver de conformidad con los ordenamientos que resulten aplicables al caso, y la respuesta o trámite que se dé a la petición debe ser comunicada precisamente por la autoridad ante quien se ejercitó el derecho, y no por otra diversa.”

De la Jurisprudencia citada, se advierte que el derecho de petición, es una prerrogativa individual consagrada en el artículo 8° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el fin de que cualquier ciudadano o persona, presente una petición de manera pacífica y respetuosa (pregunta, consulta, duda, acción, entre otros), ante una autoridad, por lo que, tiene derecho de recibir una respuesta.

De tal circunstancia, se puede colegir que el requerimiento de información realizado por la persona Recurrente, se trata de una consulta y derecho de petición que implicaría la generación de un documento ad hoc, y, por lo tanto, no es procedente la vía del derecho de acceso a la información. 

Por lo tanto, y toda vez de que parte de la solicitud de acceso a la información se trata de una consulta, que implicaría que el Sujeto Obligado realizará un documento que contenga determinado contenido, con un pronunciamiento específico, el Medio de Impugnación actualiza la causal de desechamiento establecida en el artículo 191, fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, por lo que lo procedente es SOBRESEER PARCIALMENTE el presente Recurso de Revisión, al actualizarse el supuesto previsto en el artículo 192, fracción IV, en relación con el diverso 186, fracción I, de ese ordenamiento legal.

En ese orden de ideas, toda vez que no ha quedado por completo sin materia el Recurso de Revisión, se considera procedente entrar al fondo del presente asunto, al no quedar sin materia.

[bookmark: _Toc235113249]TERCERO. Determinación de la Controversia

Con el objetivo de ilustrar la controversia planteada, resulta conveniente precisar, que una vez realizado el estudio de las constancias que integran el expediente en el que se actúa, se desprende que el Particular requirió, lo siguiente: 

1. Acciones que han realizado la Síndico Yazmín y Shantall para atender temas de violencia de género, al seis de noviembre de dos mil veinticinco; y 
2. Los oficios recibidos en la Primera Sindicatura, Contraloría, Presidencia Municipal y Octava Regiduría de la Unidad de Transparencia y su respuesta del primero de enero al treinta y uno de octubre de dos mil veinticinco.  

En respuesta, el Sujeto Obligado, por medio de la Dirección de Recursos Humanos  precisó dar atención a la solicitud de información en comento 05849/TOLUCA/IP/2025 de cuyo contenido se logra vislumbrar que está relacionada con recibos de nómina de todo el cabildo, por lo que dicha unidad administrativa remitió una liga electrónica en formato cerrado para consultar las remuneraciones; ante dicha circunstancia, el Particular se inconformó de la entrega de información que no corresponde con lo solicitado, lo cual actualiza la causal de procedencia prevista en la fracción VI, del artículo 179 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios;  dicha situación, al aplicar la suplencia de la queja a favor de la persona Recurrente, en términos de los diversos 13 y, penúltimo párrafo, del 181 del ordenamiento señalado. Así, las cosas, una vez admitido y notificado el Recurso de Revisión a las partes, el Sujeto Obligado, modificó su actuar y remitió diversos oficios dirigidos a la Delegación Administrativa y Suplente de la Titular del Órgano Interno de Control Interno, así como la digitalización de oficios y circulares remitidos a los integrantes de Cabildo, Titulares, Directores Generales y Órganos Desconcentrados, correspondientes del primero de enero al treinta y uno de octubre de dos mil veinticinco 

Lo anterior, se desprende de las documentales que obran en el expediente de referencia, materia de la presente resolución, consistente en: la solicitud de acceso a la información, la respuesta y el escrito recursal; instrumentales que se toman en cuenta a efecto de resolver el presente medio de impugnación, conforme a lo dispuesto por el artículo 185, fracción IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc235113250]CUARTO. Marco normativo aplicable en materia de transparencia y acceso a la información pública

El artículo 6°, Apartado A), fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que toda la información en posesión de cualquier autoridad es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público.

En materia local, el artículo 5°, fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, es coincidente con la Constitución Federal, en el sentido de la publicidad de toda la información, con la única restricción de proteger el interés público, así como la información referente a la intimidad de la vida privada y la imagen de las personas, con las excepciones que establezca la ley reglamentaria.

Por su parte, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios (Reglamentaria del artículo 5° de la Constitución Local), establece lo siguiente:

El artículo 12, que, quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma.

El artículo 18, que, los Sujetos Obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen.

El artículo 19, que, se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados y en caso de que dichas facultades no se hayan ejercido, se deberá motivar la respuesta en función de las causas que motivaron tal circunstancia.

[bookmark: _Toc235113251]QUINTO. Estudio de Fondo

Expuestas las posturas de las partes, se procede al análisis de los agravios hechos valer por la persona Recurrente, por lo que, en principio es necesario contextualizar la solicitud de información.

Sobre el tema, cabe precisar que, de conformidad con los artículos, 5° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, y 4° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona.

Ahora bien, el artículo 18 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, contempla que los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.

Lo anterior toma relevancia, pues según Jarquín, Soledad (2019), en el “Diccionario de Transparencia y Acceso a la Información Pública” (p. 126 y 127), todos los sujetos obligados tienen la obligación jurídica, en materia de transparencia y acceso a la información pública, de dejar constancia o registro material de las actividades efectuadas con motivo del ejercicio de sus atribuciones de cualquier acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.

Además, precisa que los documentos son el registro material que da testimonio de las actividades efectuadas por los sujetos obligados con motivo del ejercicio de sus facultades, atribuciones o funciones, los cuales pueden ser escritos, impresos, sonoros, visuales, electrónicos, informáticos, entre otros; asimismo aclara que estos pueden contener valores administrativos, legales, fiscales, contables, históricos, informativos, entre otros.

En ese contexto, los diversos 12 y 24 de dicho ordenamiento jurídico, prevén que, es deber de los Sujetos Obligados proporcionar la información pública que se les requiera siempre y cuando obre en sus archivos; lo cual no implica que tengan que procesar, generar, resumir, efectuar cálculos o practicar investigaciones a fin de satisfacer la pretensión de los solicitantes.

Ahora bien,  respecto a las servidoras públicas referidas en la solicitud de información, este Instituto localizó en la página oficial del Ayuntamiento de Toluca (consultado en la liga electrónica https://www2.toluca.gob.mx/cabildo2025_2027/), al Cabildo Municipal, del cual se logró vislumbrar que Yazmín Nájera Romero es la Primera Síndica y Santall Zepeda Escobar, es la Octava Regidora del Ayuntamiento de Toluca. 

Conforme a lo anterior, el artículo 2.5 del Código Reglamentario Municipal de Toluca precisa que las personas titulares de las Sindicaturas y de las Regidurías, tendrán entre otras atribuciones, asistir con puntualidad a las Sesiones de Cabildo, formular las propuestas que juzguen pertinentes, cumplir con las obligaciones y comisiones a les haya sido encomendadas y remitir el informe de actividades realizadas con motivo de sus comisiones. 

 En ese orden de ideas, se localizó las Comisiones Edilicias para la Administración Pública Municipal 2025-2027, aprobadas por el Ayuntamiento de Toluca, entre las que se encuentran la Comisión de Atención a la Violencia en Contra de las Mujeres e Igualdad de Género, tal como se muestra a continuación: 
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…
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Finalmente, el artículo 3.2 del Código Reglamentario referido, en relación con el Manual de Organización de la Secretaría del Ayuntamiento, precisan que, para el estudio y despacho de los diversos ramos de la Administración Pública Municipal, el Presidente Municipal se auxiliará, entre otras dependencias, de la Secretaría del Ayuntamiento (que dentro de sus estructura contará con la Unidad de Transparencia) y el Órgano Interno de Control Municipal. 

Conforme a lo expuesto, se logra vislumbrar que la pretensión de la persona Recurrente, es obtener, lo siguiente:  

1. Los documentos donde consten las acciones que han realizado la Primera Síndica y la Octava Regidora, para atender temas de violencia de género, al seis de noviembre de dos mil veinticinco; y 
2. Los oficios recibidos en la Primera Sindicatura, Contraloría, Presidencia Municipal y Octava Regiduría suscritos por la Unidad de Transparencia y su respuesta, del primero de enero al treinta y uno de octubre de dos mil veinticinco.  

Establecida dicha circunstancia, se procede analizar la respuesta entregada, para lo cual, es de señalar que de las constancias que de las constancias que obran en el expediente, se logra vislumbrar que el Sujeto Obligado turno la solicitud de información a la Dirección de Administración, así, resulta necesario hacer referencia al procedimiento de búsqueda que deben seguir los Sujetos Obligados para localizar la información, el cual se encuentra previsto en el artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cual establece que las Unidades de Transparencia garantizarán que las solicitudes de acceso a la información se turnen a todas las áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla -de acuerdo a las facultades, competencias y funciones-, con el objeto de que dichas áreas realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información requerida.

Conforme a lo expuesto en párrafos anteriores, se advierte que el Sujeto Obligado, no cumplió con el procedimiento de búsqueda previsto en el artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, toda vez que omitió turnar la solicitud de información al área competente para conocer sobre lo solicitado, a saber, la Primera Sindicatura, Octava Regiduría, la Unidad de Transparencia y las áreas de las cuales se solicitó información. 

Ahora bien, en respuesta, el Sujeto Obligado a través de la Dirección de Administración y  Dirección de Recursos Humanos, precisaron dar atención a la solitud de información en comento 05849/TOLUCA/IP/2025, sin embargo, de la revisión de este se logra advertir que el contenido de la solicitud es diversa la actualmente recurrida por la persona Recurrente, situación por la cual la Dirección de Recursos Humanos consideró pertinente remitir una liga electrónica ( en formato .pdf y .docx) para consultar las remuneraciones de los servidores públicos, tal como se logra advertir en el siguiente extracto ilustrativo: 
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Conforme a lo anterior, se logra advertir que el pronunciamiento del Sujeto Obligado resulta incongruente, pues no se requirió información de las remuneraciones de los servidores públicos adscritos al Ayuntamiento de Toluca, no obstante; cabe precisar que durante la sustanciación del medio de impugnación el Sujeto Obligado pretendió modificar su actuar al precisar lo siguiente: 

	Unidad Administrativa
	Informe Justificado
	Observaciones

	Primera Síndica Municipal
	Precisó anexar los oficios recibidos del primero de enero al treinta y uno de octubre de dos mil veinticinco, no obstante, de la revisión de las documentales remitidas no se logró vislumbrar ningún oficio suscrito por la Unidad de Transparencia y dirigido a la Primera Sindicatura Municipal. 
	No atiende, pues no se adjuntó la información solicitada  

	Órgano Interno de Control Municipal 
	Precisó la clasificación como reservada de los oficios recibidos del primero de enero al treinta y uno de octubre de dos mil veinticinco, que se encuentran en etapa de auditoría, investigación, sustanciación y resolución, así como la clasificación parcial y versión pública de los oficios recibidos en el Órgano Interno de Control Municipal, de los oficios que no se encuentran en etapa de auditoría, investigación, sustanciación y resolución. 

-Adjuntó la digitalización de oficios suscritos por el Titular de la Unidad de Transparencia y dirigidos a la Delegada Administrativa y Suplente de la Titular del Órgano Interno de Control Interno correspondientes a los meses de enero, febrero, marzo, abril, junio, julio, agosto y septiembre de dos mil veinticinco, en versión íntegra


-Adjuntó la digitalización de oficios suscritos por diferentes áreas, dirigidos a la Delegada Administrativa de la Contraloría correspondientes a los meses de enero, febrero, marzo, abril, mayo,   junio, julio, agosto, septiembre y octubre de dos mil veinticinco, en versión pública. 


	Atiende parcialmente conforme a las siguientes consideraciones: 

-Si bien remitió oficios suscritos por la Unidad de Transparencia y dirigidos a dicha unidad administrativa (faltan los correspondientes a los meses de mayo y octubre de dos mil veinticinco, algunos oficios fueron proporcionados de forma incompleta pues sólo se remitió la primera página del oficio pues no se logró vislumbrar la firma del Titular de la Unidad de Transparencia) 

-No se tiene certeza que se hayan proporcionado todos los oficios recibidos por parte de la Unidad de Transparencia, pues a manera de referencia se logró vislumbrar que de los meses correspondientes a enero, marzo y julio únicamente remitió oficios relacionados con las Convocatorias a Sesiones del Comité de Transparencia, mientras que de los meses correspondientes a febrero, abril, junio y septiembre además de remitir oficios relacionados con las Convocatorias a las Sesiones del Comité de Transparencia (del cual forma parte), remitió oficios relacionados con dar atención a los informes justificados, solicitados por la Unidad de Transparencia y dar cumplimiento a las Resoluciones emitidas por este Instituto, tal como se muestran en las siguientes imágenes ilustrativas a manera de ejemplo: 
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…

-Además los oficios recibidos correspondientes al mes de abril, marzo y septiembre de dos mil veinticinco no se pudieron dar a la vista, al estar inmersos en un archivo comprimido (.rar) que contiene diversos documentos, entre ellos el denominado “jul25e.pdf” en el que se dejaron visibles correos electrónicos y teléfonos particulares de servidores públicos (es decir que no son institucionales). 

-Omitió proporcionar el Acuerdo del Comité de Transparencia, en el que se funde y motive la clasificación de nombres, teléfono, correo particular, y dirección de particulares, de los oficios con los que dio respuesta a los oficios recibidos del primero de enero al treinta y uno de octubre de dos mil veinticinco. 

	Dirección General de Administración 
	Ratificó la respuesta emitida por la Dirección de Recursos Humanos
	No atiende, sin embargo, se omitirá el análisis pues no se solicitó información de dicha unidad administrativa 

	Secretario Particular de Presidencia 
	Determinó cambiar de modalidad a consulta directa toda vez que la documentación requerida representa un peso electrónico aproximado de 2.54 Gigabytes, que superan las capacidades del SAIMEX.
	No atiende, pues no precisó ni proporcionó el Acuerdo emitido por el Comité de Transparencia que confirmara dicha situación. 

	Unidad de Transparencia 
	Ratificó las respuestas emitidas por la Dirección General de Administración, Primera Sindicatura, Órgano Interno de Control, Secretaría Particular de Presidencia y Octava Regiduría. 
	No atiende, pues la ratificación de la respuesta de los servidores públicos referidos resulta incongruente, pues en respuesta se logró vislumbrar que únicamente se realizó el turno a la Dirección de Administración. 

Además, se considera que no realizó la búsqueda exhaustiva dentro de sus archivos, al ser el área generadora de los oficios solicitados en las unidades administrativas que son del interés de la persona Recurrente. 

	Octava Regiduría 
	No se logró vislumbrar un pronunciamiento específico de la Servidora Pública Habilitada, sin embargo, de la revisión de las documentales proporcionadas mediante informe justificado se advirtió que se remitieron diversos oficios y circulares suscritos por diversas unidades administrativas y dirigidos a los integrantes de cabildo y titulares de área, tal como se muestra en la siguiente imagen ilustrativa: 

[image: ]

	No atiende, pues no se tiene certeza de un pronunciamiento específico, además que los oficios y circulares dirigidos a los integrantes de cabildo, no dan cuenta de lo solicitado, al no ser los remitidos a dicha unidad administrativa por la Unidad de Transparencia, por lo que resulta incongruente. 



Conforme a lo expuesto, se logra vislumbrar que las manifestaciones remitidas por el Sujeto Obligado, carecen de congruencia y exhaustividad, pues por una parte, contrario a lo precisado, la Primera Síndica Municipal omitió proporcionar los oficios suscritos por la Unidad de Transparencia y que hayan sido recibos en su unidad administrativa para su atención del primero de enero al treinta y uno de octubre de dos mil veinticinco, además que proporcionó oficios y circulares que no fueron solicitados por la persona Recurrente; y por la otra, no se logró vislumbrar que se haya realizada una búsqueda exhaustiva y razonable dentro de los archivos de la Octava Regiduría y la Unidad de Transparencia, esta última a efecto de proporcionar los oficios que haya dirigido a las unidades administrativas referidas en la solicitud de información (Primera Sindicatura, Contraloría, Presidencia Municipal y Octava Regiduría) y las respuestas que éstas emitieron, del primero de enero al treinta y uno de octubre de dos mil veinticinco;  ni tampoco hubo un pronunciamiento específico respecto a los documentos donde consten las acciones que han realizado la Primera Síndica y la Octava Regidora, para atender temas de violencia de género, al seis de noviembre de dos mil veinticinco. 

Sobre el tema, el artículo 1.8, fracciones IV y XIII, del Código Administrativo del Estado de México, establece que para que tenga validez, todo acto administrativo deberá resolver todos los puntos propuestos por los interesados, además deberá guardar congruencia con lo solicitado. Situación que se robustece, con el Criterio de Interpretación, con clave de control SO/002/2017, de la Segunda Época, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que establece que todo acto administrativo debe apegarse al principio de congruencia y exhaustividad, entendiendo por éstos que se pronuncie expresamente sobre cada uno de los puntos requeridos y que existe concordancia entre el requerimiento formulado y la respuesta entregada, lo cual en materia de transparencia y acceso a la información pública se traduce en que, las respuestas que emitan los sujetos obligados, deben guardar una relación lógica con lo solicitado, analizando y decidiendo –de marea íntegra- sobre todos los puntos requeridos, a fin de satisfacer la solicitud correspondiente.

Conforme a lo anterior, se logra vislumbrar que el agravio resulta FUNDADO, pues si bien durante la sustanciación del medio de impugnación el Sujeto Obligado pretendió modificar su actuar,  al proporcionar oficios dirigidos al Órgano Interno de Control Municipal, este instituto logró advertir que se proporcionó de forma incompleta, pues en diversos oficios sólo se proporcionó la primera página  sin que se lograra advertir la firma del Titular de la Unidad de Transparencia, no se pronunció sobre toda la temporalidad requerida (pues omitió los correspondientes a los meses de mayo y octubre de dos mil veinticinco), no se pudo poner a la vista de la persona Recurrente los oficios recibidos correspondientes al mes de abril, marzo y septiembre de dos mil veinticinco, ni se logró vislumbrar que se hayan remitido la totalidad de oficios recibidos en el Órgano Interno de Control Municipal por parte de la Unidad de Transparencia, pues únicamente se remitieron oficios donde la Unidad de Transparencia convoca al Titular del OIC (Delegada Administrativa y Suplente de la Titular del Órgano de Control Interno) a la celebración de Sesiones del Comité de Transparencia, y otros relacionados con  atender y dar respuesta respecto a Informes Justificados derivado de solicitudes de información, y dar cumplimiento a Resoluciones emitidas por este Instituto, sin que se lograra vislumbrar los oficios por medio del cual el Titular de la Unidad de Transparencia  turna la solicitudes de información a la Contraloría Interna Municipal, ni los oficios de respuesta emitidas a estas. 

Además, no pasa desapercibido por este Instituto, que se determinó la clasificación como reservada de los oficios recibidos del primero de enero al treinta  y uno de octubre de dos mil veinticinco, que se encuentran en etapa de auditoría, investigación, sustanciación y resolución, en términos del artículo 140, fracciones V, VI y VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; así como la clasificación parcial y versión pública de los oficios recibidos en el Órgano Interno de Control Municipal, de los oficios que no se encuentran  en etapa de auditoría, investigación, sustanciación y resolución (en los que determinó clasificar nombre, teléfono, dirección y correo de particulares), aprobadas mediante los Acuerdos CT/SE/27/03/2026 y CT/SE/27/02/2026, no obstante, omitió proporcionar las Actas del Comité de Transparencia. 

Al respecto, cabe precisar, que conforme al artículo 20 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ante la negativa de acceso a la 
información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que encuentra en alguna de las excepciones establecidas en la normatividad aplicable.

En ese sentido, según Trujillo, Humberto (2019), en el “Diccionario de Transparencia y Acceso a la Información Pública” (p. 201), la negativa de acceso a la información ocurre cuanto de manera fundada y motivada, una autoridad la niega o la limita, por alguna de las siguientes razones:  

· La inexistencia de la información (p. 171): Sucede cuando la información solicitada 
no se encuentra en los archivos públicos o clasificados de los entes sujetos a las Leyes de Transparencia. 

· La incompetencia del Sujeto Obligado (p. 171): Ocurre cuando el Sujeto Obligado carece de atribuciones para poseer la información peticionada. 

· La clasificación de la información (p. 70): Es el proceso o conjunto de acciones que realizan los sujetos obligados para establecer que determinada información se encuentra en alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad establecidos en la legislación en materia de transparencia.

En ese orden de ideas y en atención a lo anterior, es de señalar que las excepciones al derecho de acceso a la información, consisten en que la documentación sea inexistente, se encuentre clasificada, o bien, el Sujeto Obligado sea incompetente para contar con esta; esto es, la negativa de acceso a la información, recae cuando la documentación no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, o bien exista, pero no pueda proporcionarse por contener datos confidenciales o reservados.

Así, en los artículos 122, 128 y 130 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se prevé que la clasificación es el proceso mediante el cual los sujetos obligados determinan que la información en su poder, actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad. Además, que dichos entes deberán aplicar de manera restrictiva y limitada, las excepciones al derecho de acceso a la información, por lo que, tendrán que acreditar la procedencia.

Por lo cual, en los casos en que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los supuestos de clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión; además, deberá motivar la confirmación de dicha situación, señalando las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir que en el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento. 

Por su parte, según Bonifaz, Leticia (2016), en la “Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública Comentada” (p. 342), la clasificación de la información, ocurre cuando la autoridad niega el acceso a esta, por ser confidencial o reservada, para lo cual, los sujetos obligados, deberán realizar el proceso de clasificación, a la luz de los principios y disposiciones establecidas en las Leyes de Transparencia, fundando y motivando, de manera adecuada la negativa de información.

Conforme a lo anterior, se negó el acceso a la información peticionada por la parte Recurrente, al considerar que estaba clasificada; tan es así, que se proporcionó un Cuadro de Clasificación y una prueba de daño, donde confirmó la clasificación de los oficios, en términos del artículo 140, fracciones V, VI y VIII, tal como se advierte a continuación:
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En ese sentido, conforme al artículo 108 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 134 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los sujetos obligados no podrán emitir acuerdos de carácter general que clasifiquen documentos o expedientes; por lo que, la clasificación de información se llevará a cabo mediante un análisis caso por caso.

Además, el artículo 131 de la Ley referida, así como el Quinto de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas –Lineamientos Generales-, establecen que los sujetos obligados deberán fundar y motivar debidamente la clasificación de la información.

Al respecto, el Octavo de los Lineamientos Generales, precisa lo siguiente: 

· Para fundar la clasificación de la información se deberán señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la Ley aplicable; 

· Para motivar la clasificación se deberán indicar las razones y circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada; la cual, en el caso de que se trate de información reservada, la motivación, deberá comprender el análisis de la prueba de daño, así como, las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva. 

Lo anterior, toma sustento en la fracción VII, del artículo 1.8, del Código Administrativo del Estado de México, que establece que todo acto administrativo, debe estar fundado y motivado, esto es, que contenga con precisión, los preceptos legales aplicables, las circunstancias generales o especiales, razones particulares y causas que se hayan tomado en cuenta para la emisión del mismo; asimismo, la Tesis aislada número I. 4o. P. 56 P, Octava Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo XIV, noviembre de mil novecientos noventa y cuatro, (p. 450), que establece lo siguiente: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, CONCEPTO DE. La garantía de legalidad consagrada en el artículo 16 de nuestra Carta Magna, establece que todo acto de autoridad precisa encontrarse debidamente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero la obligación de la autoridad que lo emite, para citar los preceptos legales, sustantivos y adjetivos, en que se apoye la determinación adoptada; y por lo segundo, que exprese una serie de razonamientos lógico-jurídicos sobre el por qué consideró que el caso concreto se ajusta a la hipótesis normativa.”

Conforme a lo anterior, se advierte lo siguiente: 

· Fundamentación: Obligación de la autoridad que emite un acto, para citar los preceptos legales, sustantivos y adjetivos, en que se apoye para la determinación tomada. 

· Motivación: Razonamientos lógico-jurídicos sobre porque se consideró en el caso en concreto, que se ajusta a la hipótesis normativa. 

En ese orden de ideas, el Trigésimo tercero de los Lineamientos Generales, establece la forma en que se debe fundamentar y motivar la reserva de la información, es decir, a través de los siguientes pasos:

· Se deberá fundar la clasificación, al citar la fracción y, en su caso, la causal aplicable de las Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública o, en el presente caso, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, vinculándola con el Lineamiento específico; 

· Se deberá motivar la clasificación, al señalar las circunstancias de modo, tiempo y lugar del daño que acrediten el vínculo entre la difusión de la información y la afectación al interés público. 

· Se tendrán que indicar las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, por medio del riesgo real, demostrable e identificable; 

· Mediante un ejercicio de ponderación, se tendrá que acreditar que la publicidad de la información, generaría un riesgo de perjuicio que supera el interés público;

· Se elegirá la opción de excepción al acceso a la información que menos restrinja, la cual 
· será adecuada y proporcional para la protección del interés público, y 

· Se deberá desarrollar la prueba de daño con la mayor claridad y precisión posible.


Ahora bien, del análisis de las constancias remitidas mediante informe justificado se logra vislumbrar que el Comité de Transparencia, no fundamentó, ni motivó la clasificación de la información, de manera correcta, en primera instancia, toda vez que resulta confusa la fundamentación y motivación utilizada por el Sujeto Obligado, pues la prueba de daño remitida, es genérica y no establece parámetros específicos para acreditar la reserva, por lo que, se considera lo siguiente:

· No señaló de manera clara y precisa los artículos de los ordenamientos jurídicos aplicables.

· No precisó las razones objetivas, concretas y específicas por las cuales la apertura de la información generaría una afectación que rebase el interés público, pues, el Sujeto Obligado confundió la argumentación, entre diversos supuestos de clasificación distintos. 

· No acreditó el vínculo entre la información peticionada y la afectación que podría causar, pues únicamente precisó diversos supuestos establecidos en la Ley de la materia y Lineamientos Generales. 

· Omitió señalar, las circunstancias de tiempo, modo y lugar del daño que produciría entregar la información peticionada.

· No se establecieron las razones, por las cuales la reserva era el medio menos restrictivo, para la protección del interés jurídico.

Así, se advierte que el Comité de Transparencia, no fundamentó y motivó la reserva, pues no realizó de manera correcta, la prueba de daño, señalada en el Trigésimo tercero de los Lineamientos Generales, relacionado con el artículo 129 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que es la argumentación fundada y motivada que se debe realizar para acreditar que la divulgación de la información lesiona el interés jurídicamente protegido por la normatividad aplicable y que el daño que puede producirse con la publicidad de la información es mayor que el interés de conocerla. No obstante, se procede a especificar las circunstancias que debe acreditar el Sujeto Obligado para acreditar la reserva, conforme a lo siguiente:

En ese sentido, el artículo 140, fracción V, inciso 1, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, (homólogo del artículo 113, fracción VI de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública), prevé lo siguiente:

“Artículo 140. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando por razones de interés público, ésta sea clasificada como reservada, conforme a los criterios siguientes: 
… 
V. Aquella cuya divulgación obstruya o pueda causar un serio perjuicio a: 

1. Las actividades de fiscalización, verificación, inspección, comprobación y auditoría sobre el cumplimiento de las Leyes; o 
…”

De dicho precepto normativo se desprende que podrá clasificarse como información reservada aquella cuya publicación obstruya o cause perjuicio en las actividades de fiscalización, verificación, inspección, comprobación y auditoría sobre el cumplimiento de leyes. Por su parte, los Lineamientos Generales, disponen:

“Vigésimo cuarto. De conformidad con el artículo 113, fracción VI de la Ley General, podrá considerarse como reservada, aquella información que obstruya las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes, cuando se actualicen los siguientes elementos: 

I. La existencia de un procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes; 

II. Que el procedimiento se encuentre en trámite; 

III. La vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes, y 

IV. Que la difusión de la información impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión o vigilancia que realicen las autoridades en el procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes.”

Del lineamiento en cita, se colige que se trata de información reservada aquella que obstruya las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes, cuando se actualicen los siguientes elementos:

1. La existencia de un procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes; 

2. Que ese procedimiento se encuentre en trámite; 

3. La vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes, y
4. Que la difusión de la información impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión o vigilancia que realicen las autoridades en el proceso de verificación del cumplimiento de las leyes.

En ese contexto, de la interpretación de la causal de reserva en análisis, este Instituto estima que consiste en proteger la oportunidad de la autoridad verificadora de realizar las acciones materiales de fiscalización, sin que el sujeto verificado pueda alterar o modificar el escenario, objeto o circunstancias materia de fiscalización.

Es decir, con dicha causal de reserva se procura permitir que las autoridades realicen las labores de verificación, inspección o auditoría del cumplimiento de las leyes, en su circunstancia natural, sin que el sujeto verificado, o bien, personas ajenas, puedan influir en el resultado, modificando los hechos, actos u omisiones a fiscalizar.

Conforme a lo anterior, se considera que el Sujeto Obligado para actualizar la causal de reserva establecida en el artículo 140, fracción V, numeral 1, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en determinados oficios, deberá desarrollar su prueba de daño específica, en donde además deberá acreditar la existencia de un procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes, en trámite; así como, que la documentación solicitada tenga una vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento de verificación y su difusión impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión o vigilancia; por lo que, en el caso, de no acreditar los requisitos establecidos en los Lineamientos Generales, no podrá reservar la documentación.

Ahora bien, por lo que hace a la causal de clasificación establecida en el artículo 140, fracciones VI y VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios (homólogo al 113, fracción XI, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública), misma que establece que será información reservada, aquella que vulnere la conducción de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan causado estado.

En ese sentido, los Lineamientos Generales prevén lo siguiente:

“Trigésimo. De conformidad con el artículo 113, fracción XI de la Ley General, podrá considerarse como información reservada, aquella que vulnere la conducción de los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, siempre y cuando se acrediten los siguientes elementos: 

I. La existencia de un juicio o procedimiento administrativo materialmente jurisdiccional, que se encuentre en trámite; 

II. Que la información solicitada se refiera a actuaciones, diligencias o constancias propias del procedimiento; y 

III. Que su difusión afecte o interrumpa la libertad de decisión de las autoridades dentro del juicio o procedimiento administrativo seguido en forma de juicio. 

Para los efectos del primer párrafo de este numeral, se considera procedimiento seguido en forma de juicio a aquel formalmente administrativo, pero materialmente jurisdiccional; esto es, en el que concurran los siguientes elementos: 
1. Que se trate de un procedimiento en el que la autoridad dirima una controversia entre partes contendientes, así como los procedimientos en que la autoridad, frente al particular, prepare su resolución definitiva, aunque sólo sea un trámite para cumplir con la garantía de audiencia, y 

2. Que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento.

No serán objeto de reserva las resoluciones interlocutorias o definitivas que se dicten dentro de los procedimientos o con las que se concluya el mismo. En estos casos deberá otorgarse acceso a la resolución en versión pública, testando la información clasificada.”

De la normatividad citada, se desprende que el supuesto de clasificación invocado por el sujeto obligado, prevé que como información reservada podrá clasificarse aquella que vulnere la conducción de los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan causado estado. Por lo cual, para considerar que se actualiza dicha causal es necesario que se configuren los siguientes elementos:

1) La existencia de un juicio o procedimiento administrativo materialmente jurisdiccional, que se encuentre en trámite; 

2) Que la información solicitada se refiera a actuaciones, diligencias o constancias propias del procedimiento, y 

3) Que su difusión afecte o interrumpa la libertad de decisión de las autoridades dentro del juicio o procedimiento administrativo seguido en forma de juicio. 

Con base en lo expuesto, se advierte que la información susceptible de clasificarse como reservada bajo el supuesto aludido por el sujeto obligado, es aquella cuya difusión vulnere la conducción de los expedientes judiciales o procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan causado estado.

Ahora bien, es menester precisar que para que se trate de un juicio o procedimiento administrativo materialmente jurisdiccional, debe cumplirse con lo dispuesto en los Lineamientos Generales, así como lo sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Tesis 2a./J. 22/2003, consistente en que un “procedimiento en forma de juicio”, debe entenderse lato sensu, no únicamente comprendiendo los procedimientos en que la autoridad dirime una controversia entre las partes, sino que deben incluir todos aquellos procedimientos en que una autoridad frente a la particular, prepara su resolución definitiva, aunque sólo sea un trámite para cumplir con la garantía de audiencia, tal como se muestra a continuación:

“PROCEDIMIENTOS EN FORMA DE JUICIO SEGUIDOS POR AUTORIDADES DISTINTAS DE TRIBUNALES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 114, FRACCIÓN II, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO. SU CONCEPTO COMPRENDE TANTO AQUELLOS EN QUE LA AUTORIDAD DIRIME UNA CONTROVERSIA ENTRE PARTES CONTENDIENTES, COMO LOS PROCEDIMIENTOS MEDIANTE LOS QUE LA AUTORIDAD PREPARA SU RESOLUCIÓN DEFINITIVA CON INTERVENCIÓN DEL PARTICULAR. La Ley de Amparo establece que tratándose de actos dentro de un procedimiento, la regla general, con algunas excepciones, es que el juicio constitucional sólo procede hasta la resolución definitiva, ocasión en la cual cabe alegar tanto violaciones de fondo como de procedimiento, sistema que tiene el propósito de armonizar la protección de las garantías constitucionales del gobernado, con la necesidad de asegurar la expeditez de las diligencias procedimentales. Tal es la estructura que dicha Ley adopta en el amparo directo, así como en los procedimientos de ejecución y en los procedimientos de remate, como lo establece en sus artículos 158 y 114, fracción III, respectivamente. Por tanto, al establecer el segundo párrafo de la fracción II del artículo 114 acabado de citar, que cuando el acto reclamado de autoridades distintas de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, emanen de un procedimiento en forma de juicio, el amparo sólo procede en contra de la resolución definitiva, debe interpretarse de manera amplia la expresión "procedimiento en forma de juicio", comprendiendo aquellos en que la autoridad dirime una controversia entre partes contendientes, así como todos los procedimientos en que la autoridad, frente al particular, prepara su resolución definitiva, aunque sólo sea un trámite para cumplir con la garantía de audiencia, pues si en todos ellos se reclaman actos dentro de procedimiento, en todos debe de aplicarse la misma regla, conclusión que es acorde con la interpretación literal de dicho párrafo.”

Ahora bien, es necesario señalar que, respecto a las formalidades esenciales del procedimiento, el Pleno de la Suprema de Corte de Justicia de la Nación mediante tesis jurisprudencial P./J.47/95, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, t. II, diciembre de 1995, página 133; ha sostenido:

“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga ‘se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento’. Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado.”

Del criterio jurisprudencial citado, se desprende que las formalidades esenciales del procedimiento que exige el párrafo segundo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para que se respete la garantía de audiencia, son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos:

i) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 
ii) La oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas; 
iii) La oportunidad de alegar; y 
iv) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas.

Por lo que hace a la notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias, es la etapa en la que se hace del concomimiento de una de las partes que se ha instaurado un procedimiento en su contra; por lo que hace la oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas, es la instancia en la que se da a las partes de presentar aquellos elementos de convicción que acrediten sus pretensiones; en relación con la fase de alegar, es aquella del proceso en que las partes presentan las manifestaciones que a su derecho convenga; y finalmente, por lo que hace al dictado de la resolución, versa en la determinación de la autoridad competente de las cuestiones debatidas.

Por tal circunstancia, se considera que el Sujeto Obligado para actualizar la causal de reserva establecida en el artículo 140, fracciones VI y VIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en determinados oficios, deberá desarrollar su prueba de daño específica, en donde además deberá acreditar la existencia de un juicio o procedimiento administrativo materialmente jurisdiccional en trámite; así como, que los oficios forman parte de las actuaciones, diligencias o constancias propias del procedimiento, cuya difusión afecte o interrumpa la libertad de decisión de las autoridades; por lo que, en caso de no materializar lo anterior, no será procedente la reserva.

Finalmente, se analiza la causal de clasificación establecida en el 140, fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios (homólogo al 113, fracción X, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública), mismo que establece que será información reservada, aquella que vulnere los derechos al debido proceso en los procedimientos judiciales o administrativos. En ese sentido, los Lineamientos Generales, prevén lo siguiente:

“Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá considerarse como información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse los siguientes elementos: 

I. La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
II. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento;
III. Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías del debido proceso.”

Del lineamiento citado, se colige que como información reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación afecte los derechos del debido proceso. En ese contexto, para considerar que se actualiza dicha causal es necesario que se configuren los siguientes elementos:

1. Que exista un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite. 

2. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento. 

3. Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso. 

4. Que con su divulgación se menoscaben los derechos del debido proceso. 

Con base en lo expuesto, se desprende que la información susceptible de clasificarse como reservada bajo el supuesto aludido, es aquella cuya difusión vulnere los derechos del debido proceso, dado que los procedimientos siguen tramitándose; lo anterior, toma relevancia, toda vez que a las partes, se les debe garantizar su derecho al debido proceso, permitiéndole, entre otras cosas, a ofrecer pruebas y presentar alegatos.

Por lo que, en el presente caso para actualizar dicha causal de reserva, deberá acreditar la existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite, en donde sea parte el Sujeto Obligado, y que los oficios menoscaben los derechos del debido proceso, es decir, que se trate de la estrategia procesal del Ayuntamiento, que no se le haya hecho del conocimiento a la contraparte; por lo que, en el caso que dicha información no afecte los derechos del debido proceso, no podrá clasificarlos.

Conforme a lo anterior, para el caso de que los oficios actualicen alguna causal de reserva, el Sujeto Obligado deberá desarrollar una prueba de daño específica, acreditando las circunstancias analizadas por este Instituto, para lo cual, deberá tomar en cuenta lo establecido en el artículo 141 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que establece que las causales de reserva se deberán fundar y motivar, a través de la aplicación de la prueba de daño establecida en el artículo 129 de dicho ordenamiento, que se debe justificar de la siguiente manera:

I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés público o a la seguridad nacional. 

II. El riesgo de perjuicio supera el interés público general de que se difunda. 

III. Que la limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio.

Asimismo, respecto al plazo de reserva, el artículo 125 de la Ley de la materia, establece que la información clasificada como reservada según el artículo 140 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, podrá permanecer con tal carácter hasta por un periodo de cinco años. Por otra parte, señala que los documentos reservados serán desclasificados cuando se extingan las causas que dieron origen a su clasificación, expire el plazo establecido, exista resolución de una autoridad competente que determine que existe una causa de interés público que prevalece sobre la reserva de la información, o bien el Comité de Transparencia considere pertinente la desclasificación o se trate de información que esté relacionada con violaciones graves a derechos humanos o delitos de lesa humanidad.

Conforme a lo anterior, para el caso que de existan oficios reservados, el Sujeto Obligado, a través de su Comité de Transparencia, deberá emitir el Acuerdo mediante el cual se confirme la clasificación de manera fundada y motivada, mediante la realización de la prueba de daño establecida en los Lineamientos Generales y la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Ahora bien, se procede al análisis del cambio de modalidad aludida por el Secretario Particular de Presidencia, pues precisó que la documentación requerida representa un peso electrónico aproximado de 2.54 Gigabytes. Al respecto, cabe recordar que se requirió la información, a través del Sistema de Acceso a Información Mexiquense (SAIMEX).

En ese sentido, el artículo 155, fracción V, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, precisa que para presentar una solicitud, el particular podrá señalar la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos.

El artículo 158, dispone que, de manera excepcional, cuando de manera fundada y motivada lo determine el Sujeto Obligado, en los casos en que la entrega de la información que se encuentre a su disposición, sobrepase las capacidades técnicas, administrativas y humanas del Sujeto Obligado para cumplir con la solicitud, se podrá poner a disposición del solicitante la información en consulta directa.

En ese orden de ideas, el artículo 164 de dicho ordenamiento jurídico, prevé que el acceso se dará en la modalidad de entrega y, en su caso, de envío elegidos por al solicitante. Cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.

Para lo cual, conforme al artículo 174 de la Ley de la materia, indica que los costos de reproducción y, en su caso, de envío para la obtención de la información deberán ser cubiertos por el solicitante de manera previa a la entrega por parte del Sujeto Obligado. En tales consideraciones, la entrega deberá hacerse, en la medida de lo posible, en la forma solicitada por el interesado, salvo que exista un impedimento justificado para atenderla, en cuyo caso, deberán exponerse las razones por las cuales no es posible utilizar el medio de reproducción solicitado; en este sentido, la entrega de la información en una modalidad distinta a la elegida por la particular sólo procede, en caso de que se acredite la imposibilidad de atenderla. 

Así, cuando se justifique el impedimento, los Sujetos Obligados deberán ofrecer al particular otras modalidades de entrega que permita la información, como consulta directa en las oficinas de la Unidad de Transparencia; lo anterior, es robustecido con el Criterio de Interpretación, con clave de control SO/008/2017, de la Segunda Época emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, el cual establece que cuando no sea posible atener la modalidad elegida por los solicitantes, la obligación de acceso a la información se tendrá por cumplida cuando el Sujeto Obligado justifique el impedimento para atender la misma y se notifique al particular la puesta a disposición de la información en todas las modalidades que lo permitan, procurando reducir los costos de entrega.

Además, según Calero, Natalia (2016), en la “Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública Comentada” (pág. 401), cuando los sujetos obligados ofrezcan como modalidad de entrega de la información, consulta directa, estos deberán fundar y motivar las razones por las cuales no es posible otorgar el acceso a los documentos de otra forma; además que se deberá explicar de manera detallada lo siguiente:

· Las razones por las cuales la información implicaba un análisis, estudio o procesamiento de datos;

· Por qué motivo el tiempo, que se le otorga al Sujeto Obligado para dar respuesta, en la modalidad elegida a la solicitud de información, no le es suficiente, y

· La cantidad de recursos humanos y materiales con los que cuenta el Sujeto Obligado son insuficientes.

Ahora bien, cabe precisar que, en respuesta, el Sujeto Obligado a través del Secretario Particular de Presidencia, se limitó a solicitar un cambio de modalidad de la documentación requerida, toda vez que representa un peso aproximado de 2. 54 Gigabytes, no obstante se omitió someter ante el Comité de Transparencia, que aprobara dicha situación, es decir el cambio de modalidad a consulta directa, por lo que se logra vislumbrar que el cambio de modalidad se determinó a partir de una decisión unilateral por parte del Servidor Público Habilitado, además no precisó los documentos que dan cuenta de lo solicitado, tal como se muestra a continuación: 
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Conforme a lo anterior, se logra vislumbrara que el Sujeto Obligado consideró pertinente el cambio de modalidad a consulta directa por las capacidades técnicas soportadas por la plataforma SAIMEX, sin embargo, se omitió precisar  el número de hojas que dan cuenta de la información solicitada, además que sólo se limitó a solicitar un cambio de modalidad sin dar las razones o motivos por las cuales la información implicaba una análisis, estudio o procesamiento de datos, no obstante del análisis de la presente solicitud de información, este Instituto no advierte que la información solicitada sobrepase las capacidades del SAIMEX, pues únicamente se solicitan los oficios recibidos en la Presidencia Municipal que hayan sido suscritos por la Unidad de Transparencia y la respuesta a estos, del primero de enero al treinta y uno de octubre de dos mil veinticinco.

Además, este Instituto no puede validar dicho cambio de modalidad en la entrega de la información, pues el Sujeto Obligado omitió referir:

· El total de hojas que daban cuenta de solicitado;

· La forma en que se encontraba la información (físico o digital), y

· No se fundó ni motivó las razones por la cual, aparte de las capacidades técnicas del SAIMEX, aprobó el cambio de modalidad.

Asimismo, tampoco acreditó que lo peticionado implicaba un análisis, procesamiento o estudio de documentos cuya reproducción sobrepasará las capacidades técnicas, administrativas y humanas del Sujeto Obligado, pues como se refirió no señaló ninguna de las circunstancias previamente referidas.

Sobre lo anterior, es de señalar que el Órgano Garante Nacional, a través de diversas resoluciones de los Recursos de Inconformidad, entre las cuales se encuentran el RIA 136/20, RIA 140/20, RIA 153/20 RIA 237/20, RIA 257/20, RIA 258/20, entre otras, ha considerado que no resultaba suficiente justificar una imposibilidad técnica y humana para acreditar un cambio de modalidad, sino que era necesario demostrar otros impedimentos, como la cantidad y formato de la documentación, que fuera de imposible reproducción en el medio elegido por los solicitantes, que la información ameritara el cruce de información en los sistemas de datos, entre otros. 

Además, precisan que no se debe ceñir el cambio de modalidad, directamente a consulta directa, sino que los sujetos obligados, deben de buscar la posibilidad de proporcionarla en las otras formas que establecen en la Ley, ya sean electrónicas o físicas.

Conforme a lo anterior, el Ayuntamiento de Toluca, no acreditó la imposibilidad humana, técnica y administrativa, establecida en el artículo 158 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, para acreditar el cambio de modalidad a consulta directa, lo cual se robustece con el hecho de que el Comité de Transparencia, en ningún momento validó dicho cambio.  

Conforme a lo expuesto, se considera que, para atender el requerimiento de información, el Sujeto Obligado deberá realizar una búsqueda exhaustiva y razonable en los archivos de las áreas competentes incluida la Unidad de Transparencia, a efecto de que proporcione al seis de noviembre de dos mil veinticinco, lo siguiente:

1. Los documentos donde consten las acciones que han realizado la Primera Síndica y la Octava Regidora, para atender temas de violencia de género
2. Los oficios recibidos en el Órgano Interno de Control Municipal que hayan sido suscritos por la Unidad de Transparencia faltantes y de forma completa conforme a lo establecido en el Considerando QUINTO y las respuestas emitidas a los oficios faltantes en su caso
3. Los oficios recibidos en la Primera Sindicatura, Presidencia Municipal y Octava Regiduría que hayan sido suscritos por la Unidad de Transparencia y las respuestas, del primero de enero al treinta y uno de octubre de dos mil veinticinco

Dicha determinación toma relevancia, pues conforme al artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los sujetos obligados sólo están constreñidos a proporcionar la información pública que obre en sus archivos, en el estado en que esta se encuentre; por lo que, la entrega no comprende el procesamiento de la misma, ni presentarla conforme al interés del Solicitante, además, que tampoco deberá generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

De esta manera, el derecho de acceso a la información pública se satisface en aquellos casos en que se entregue el soporte documental en el que conste la información solicitada, sin necesidad de elaborar documentos ad hoc, situación que toma sustento en el artículo 160 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cual refiere que los sujetos obligados únicamente deberán entregar la información que obre en sus archivos.

De tales circunstancias, se concluye que los sujetos obligados únicamente se encuentran constreñidos a proporcionar los documentos que den cuenta de la información solicitada, como obren en sus archivos, sin tener que elaborarlos a las necesidades del Recurrente; por lo que, en el presente caso, deberá proporcionar lo requerido.

Para el caso, de que alguno no cuente con las acciones para atender temas de violencia de género de la Primera Síndico referidas en el numeral 1, por no haberla generado, y no se cuente con las respuestas emitidas a los oficios faltantes referidos en numeral 2, por haberse entregado en su totalidad mediante informe justificado, deberá hacerlo del conocimiento de la parte Recurrente de manera clara y precisa, en términos del artículo 19, párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Ahora bien, no pasa desapercibido por este Instituto que los documentos que den cuenta de lo solicitado pudieran contener diversos datos que son susceptibles de clasificación, situación que se robustece pues,  mediante informe justificado se proporcionaron oficios  por medio del cual la Delegada Administrativa de la Contraloría dio respuesta a los oficios recibidos a dicha unidad administrativa, en los que clasificó el nombres, teléfono, correo particular, y dirección de particulares, no obstante, omitió proporcionar el Acuerdo del Comité de Transparencia que funda y motivara dicha clasificación, por lo que resulta oportuno analizar su procedencia circunstancia que se realiza conforme a lo siguiente:

· Nombre de Particulares
· Teléfono Particular
· Correo electrónico Particular
· Domicilio Particular 
· Nombre de servidores públicos 
· Número de empleado

De lo anterior, resulta procedente analizar si dichos datos son públicos o privados; para lo cual, cabe mencionar que el artículo 143, fracción I, de la Ley previamente citada, establece que la información privada y los datos personales, concernientes a una persona física o jurídica colectiva identificada o identificable son confidenciales.

Asimismo, el artículo 145 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, prevé que para que los Sujetos Obligados puedan permitir el acceso a la información confidencial, requieren obtener el consentimiento de los particulares titulares de la información, excepto cuando i) la información se encuentre en registros públicos o fuentes de acceso público, ii) por ley tenga el carácter de pública, iii) exista una orden judicial, iv) por razones de seguridad nacional y salubridad general o v) para proteger los derechos de terceros o cuando se transmita entre sujetos obligados en términos de los tratados y los acuerdos interinstitucionales. 

En términos de lo expuesto, la documentación y aquellos datos que se consideren confidenciales, serán una limitante del derecho de acceso a la información, siempre y cuando: 

1. Se trate de datos personales o información privada; esto es, información concerniente a una persona física o jurídico colectiva y que esta sea identificada o identificable.

1. Para la difusión de los datos, se requiera el consentimiento del titular

En ese orden de ideas, de conformidad con el artículo 3°, fracción IX, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, con relación el diverso 4°, fracciones XI y XII, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, se advierte que son datos personales, la información concerniente a una persona física o jurídico colectiva identificada o identificable (cuando su identidad pueda determinarse directa o indirectamente a través de cualquier documento informativo físico o electrónico), establecida en cualquier formato o modalidad.

En este sentido, un dato personal es cualquier información que pueda hacer a una persona física o jurídica colectiva identificada e identificable; por lo que, bajo dicha circunstancia, se analizarán si los datos mencionados, deben ser considerados confidenciales, en términos del artículo 143, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, o públicos.

· Nombre de particulares

Al respecto, se considera que el nombre se integra con el sustantivo propio y el primer apellido de los padres, en el orden que, de común acuerdo determinen; asimismo es la manifestación principal del derecho subjetivo a la personalidad y atributo de esta en términos del artículo 2.3 del Código Civil del Estado de México, de tal suerte, el nombre per se es un elemento que hace a una persona física identificada o identificable, por lo que, se considera un dato personal.

Al respecto cabe señalar lo previsto en la tesis aislada número 1a. CCXIV/2009, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo XXX, de diciembre de 2009, página 277, de la Novena Época, materia constitucional, que establece lo siguiente:

“DERECHO A LA VIDA PRIVADA. SU CONTENIDO GENERAL Y LA IMPORTANCIA DE NO DESCONTEXTUALIZAR LAS REFERENCIAS A LA MISMA. La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha referido en varias tesis a los rasgos característicos de la noción de lo ‘privado’. Así, lo ha relacionado con: lo que no constituye vida pública; el ámbito reservado frente a la acción y el conocimiento de los demás; lo que se desea compartir únicamente con aquellos que uno elige; las actividades de las personas en la esfera particular, relacionadas con el hogar y la familia; o aquello que las personas no desempeñan con el carácter de servidores públicos. Por otro lado, el derecho a la vida privada (o intimidad) está reconocido y protegido en declaraciones y tratados de derechos humanos que forman parte del orden jurídico mexicano, como la Declaración Universal de los Derechos Humanos (artículo 12), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 17), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 11) y la Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 16). Al interpretar estas disposiciones, los organismos internacionales han destacado que la noción de vida privada atañe a la esfera de la vida en la que las personas pueden expresar libremente su identidad, ya sea en sus relaciones con los demás o en lo individual, y han destacado su vinculación con un amplio abanico de otros derechos, como la inviolabilidad de la correspondencia y de las comunicaciones en general, la inviolabilidad del domicilio, las garantías respecto de los registros personales y corporales, las relacionadas con la recopilación y registro de información personal en bancos de datos y otros dispositivos; el derecho a una vivienda adecuada, a la salud y a la igualdad; los derechos reproductivos, o la protección en caso de desalojos forzados. Las afirmaciones contenidas en las resoluciones nacionales e internacionales son útiles en la medida en que no se tomen de manera descontextualizada, emerjan de un análisis cuidadoso de los diferentes escenarios jurídicos en los que la idea de privacidad entra en juego y no se pretenda derivar de ellas un concepto mecánico de vida privada, de referentes fijos e inmutables. Lo único que estas resoluciones permiten reconstruir, en términos abstractos, es la imagen general que evoca la idea de privacidad en nuestro contexto cultural. Según esta noción, las personas tienen derecho a gozar de un ámbito de proyección de su existencia que quede reservado de la invasión y la mirada de los demás, que les concierna sólo a ellos y les provea de condiciones adecuadas para el despliegue de su individualidad -para el desarrollo de su autonomía y su libertad-. A un nivel más concreto, la misma idea puede describirse apelando al derecho de las personas a mantener fuera del conocimiento de los demás (o, a veces, dentro del círculo de sus personas más próximas) ciertas manifestaciones o dimensiones de su existencia (conducta, datos, información, objetos) y al correspondiente derecho a que los demás no las invadan sin su consentimiento. En un sentido amplio, entonces, la protección constitucional de la vida privada implica poder conducir parte de la vida de uno protegido de la mirada y las injerencias de los demás, y guarda conexiones de variado tipo con pretensiones más concretas que los textos constitucionales actuales reconocen a veces como derechos conexos: el derecho de poder tomar libremente ciertas decisiones atinentes al propio plan de vida, el derecho a ver protegidas ciertas manifestaciones de integridad física y moral, el derecho al honor o reputación, el derecho a no ser presentado bajo una falsa apariencia, el derecho a impedir la divulgación de ciertos hechos o la publicación no autorizada de cierto tipo de fotografías, la protección contra el espionaje, la protección contra el uso abusivo de las comunicaciones privadas, o la protección contra la divulgación de informaciones comunicadas o recibidas confidencialmente por un particular.”

De conformidad con lo señalado, se colige que las actividades que realicen los particulares, dentro del ámbito privado, o dentro de la esfera particular, es información que debe protegerse. 

En consecuencia, se estima que resulta procedente la clasificación del nombre de particulares en actuación dentro de su ámbito privado, en términos del artículo 143, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

· Domicilio Particular 

De acuerdo a lo señalado en los artículos 2.3 y 2.5 del Código Civil del Estado de México, el domicilio es un atributo de la personalidad y un derecho de las personas; además que tiene como propósito que una persona pueda establecerse temporal o permanentemente en un lugar determinado, para habitar, establecer su centro de trabajo o negocios.

De la misma manera, lo establece el artículo 29 del Código Civil Federal, al precisar que el domicilio de personas físicas, es el lugar donde residen habitualmente, el lugar del centro principal de sus negocios, donde residan o el lugar donde se encuentren.

En ese contexto, la dirección o domicilio es el lugar en donde reside habitualmente una persona física, por lo que, permite hacerlo identificable y ubicable, propiciando que pueda ser molestado en su casa o negocio, de este modo, los datos que permiten a cualquier individuo con esfuerzos mínimos identificar el lugar de residencia o de trabajo constituye un dato personal y, por ende, confidencial, ya que incide directamente en la privacidad de personas físicas identificadas y su difusión podría afectar la esfera privada de las mismas. 
Por lo tanto, se actualiza la clasificación del domicilio y su comprobante, de conformidad con la fracción I, del artículo 143 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

· Correo electrónico particular

El correo electrónico es un sistema de transmisión de mensajes por computadora a través de redes informáticas. Dicho dato se puede asimilar al teléfono o domicilio particular, cuya nomenclatura, se considera como un dato personal, toda vez que es un medio para comunicarse con la persona titular del mismo, la hace localizable e incluso identificable, al poder estar conformado por parte de su nombre o bien, fecha de nacimiento.

En ese sentido, cabe señalar que los correos electrónicos en estudio fueron proporcionados por personas servidoras públicas en su carácter de particulares, por lo que, mantiene su carácter primigenio, es decir, que la titularidad de dicho dato corresponde a la persona física y no así en su calidad de trabajador del Gobierno; por lo que corresponde a un dato personal que actualiza la causal de clasificación establecida en el artículo 143, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

· Teléfono o celular particular 

Al igual que el correo electrónico, el número asignado a un teléfono particular o celular permite localizar a una persona física identificada o identificable, ya sea a través de un dispositivo móvil o bien, en un lugar como el domicilio.

 En ese sentido, se colige que, dentro de la información proporcionada se testaron teléfonos o celulares particulares de personas servidoras públicas como número contacto, para poder ser localizados de manera privada; por lo que, la titularidad de los mismos, al igual que en los correos electrónicos analizados, corresponden a las personas físicas en su calidad de particular y no como servidores públicos. 

En tales consideraciones, dicho dato personal es susceptible de ser clasificado como confidencial, con fundamento en el artículo 143, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; para el caso, de que algún número sea institucional o de contacto de autoridades auxiliares, no podrá clasificarlo, pues se trata de un dato institucional y no personal.

· Nombre de servidores públicos 

Respecto al nombre, cabe precisar que este se integra con el sustantivo propio y el primer apellido de los padres, en el orden que, de común acuerdo determinen; asimismo es la manifestación principal del derecho subjetivo a la personalidad y atributo de esta en términos del artículo 2.3 del Código Civil del Estado de México.

Además, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios ha establecido que el nombre completo de servidores públicos, constituye una obligación de transparencia por parte de los sujetos obligados.

Toma sustento con el artículo 92, fracción VII y VIII, de la Ley de la materia, el cual establece que los sujetos obligados tienen la obligación de poner a disposición del público y mantener actualizada de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda el directorio, que deberá incluir al menos, entre otros datos, el nombre del servidor público.

Conforme a lo anterior, el Sujeto Obligado tiene la obligación de publicar y hacer del conocimiento de la ciudadanía, el nombre completo de todos sus servidores públicos, por lo que, se logra vislumbrar que el dato es público; así, se considera que Ente Recurrido deberá proporcionar dicho dato.

· Número de empleado

En relación con el número de empleado de servidores públicos o su equivalente, con independencia del nombre que reciba, constituye un instrumento de control interno que permite a las dependencias y entidades identificar a sus trabajadores y a estos les facilita la realización de gestiones en su carácter de empleado.

En ese sentido, cuando el número de empleado se integre de datos personales de los trabajadores, procede su clasificación en términos de lo previsto en el artículo 143, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; sin embargo, cuando dicho dato se conforma de dígitos, letras o símbolos que no revelan datos personales, no reviste el carácter de confidencial, al no dar por sí solo acceso a datos personales.

Lo anterior, toma sustento en el Criterio Orientador, de la Segunda Época, con número de registro SO/006/2019, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que solamente procederá la clasificación del número de empleado, cuando se integre con datos personales de los servidores públicos o funcione como clave de acceso que no requiera una contraseña para ingresar a sistemas o bases de datos.

Conforme a lo anterior, se considera que el Ente Recurrido deberá proporcionar dicho dato, en el caso, de que no se conforme de datos personales o bien, de que de ninguna manera puedan dar acceso a sistemas con información de los trabajadores; en el caso contrario, esto es que, de acceso a sistemas o base de datos, procederá su clasificación, en términos del artículo 143, fracción I de la Ley de la materia.

Así, este Instituto considera que el Sujeto Obligado deberá proporcionar lo solicitado, en su caso, en versión pública, tomando en consideración lo analizado en el presente apartado; sobre dicha circunstancia, el artículo 3°, fracción XLV, relacionado con el 137, ambos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, cuando un documento contenga información pública y confidencial, la Unidad de Transparencia para efectos de atender al requerimiento informativo, deberá elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación. 

Para tal situación, el Sujeto Obligado deberá seguir el procedimiento establecido en el artículo 168 de dicho ordenamiento jurídico; esto es, que el área competente deberá elaborar la versión pública, así como emitir el Acuerdo, por parte del Comité de Transparencia, donde confirme la clasificación de los datos, fundando y motivando la clasificación.

[bookmark: _Toc235113252]SEXTO. Decisión

Con fundamento en el artículo 186, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Instituto considera procedente REVOCAR la respuesta otorgada por el Sujeto Obligado a la solicitud de información 05849/TOLUCA/IP/2025, a efecto de que entregue, la información solicitada.

Términos de la Resolución para conocimiento del Particular

Se le hace del conocimiento al Particular, que, en el presente caso, se le da la razón pues el Sujeto Obligado omitió entregar la información solicitada de forma completa, por lo que, deberá entregársela; la labor del Instituto es apoyar a la población a acceder a la información pública y garantizar la protección de sus datos personales.

Por lo expuesto y fundado, este Pleno:

[bookmark: _Toc235113253]R E S U E L V E

PRIMERO. Se REVOCA la respuesta entregada por el Ayuntamiento de Toluca, a la solicitud de información 05849/TOLUCA/IP/2025, por resultar FUNDADAS las razones o motivos de inconformidad hechos valer por la persona Recurrente, en términos de los considerandos QUINTO y SEXTO de la presente Resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado, a efecto de entregue, previa búsqueda exhaustiva y razonable, a través del SAIMEX, en su caso en versión pública, al seis de noviembre de dos mil veinticinco, lo siguiente:

1. Los documentos donde consten las acciones que han realizado la Primera Síndica y la Octava Regidora, para atender temas de violencia de género, del primero de enero al seis de noviembre de dos mil veinticinco.

2. Los oficios recibidos en el Órgano Interno de Control Municipal que hayan sido suscritos por la Unidad de Transparencia faltantes y de forma completa conforme a lo establecido en el Considerando QUINTO y las respuestas emitidas a los oficios faltantes en su caso.

3. Los oficios recibidos en la Primera Sindicatura, Presidencia Municipal y Octava Regiduría que hayan sido suscritos por la Unidad de Transparencia y las respuestas, del primero de enero al treinta y uno de octubre de dos mil veinticinco.

4. El acuerdo emitido por el Comité de Transparencia, de conformidad con los artículos 49, fracciones II y VIII, y 132, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, donde apruebe la clasificación de lo siguiente:

a) Los datos o información clasificada en los documentos que den cuenta de los numerales 1 a 3.
b) Los datos o información clasificada en los oficios proporcionados por el Órgano Interno de Control Municipal, en Informe Justificado, y

c) La clasificación de alguno de los oficios que den cuenta del numeral 2 y 3, que actualicen alguna causal de reserva, conforme a lo establecido en el Considerando QUINTO.

Para el caso de que no cuente con las acciones para atender temas de violencia de género de la Primera Síndico referidas en el numeral 1, por no haberla generado, y no se cuente con las respuestas emitidas a los oficios faltantes referidos en numeral 2, por haberse entregado en su totalidad mediante informe justificado, bastará con que lo haga del conocimiento de la parte Recurrente de manera precisa y clara.

TERCERO. NOTIFÍQUESE POR SAIMEX la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186, último párrafo, 189, segundo párrafo, y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III, 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

CUARTO. NOTIFÍQUESE POR SAIMEX a la parte Recurrente la presente Resolución, asimismo, se hace de su conocimiento que de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables.

[bookmark: _GoBack]ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA (AUSENCIA JUSTIFICADA), SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA CON VOTO PARTICULAR Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA VIGÉSIMA SEXTA SESIÓN ORDINARIA, CELEBRADA EL QUINCE DE JULIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.
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